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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SECRETARÍA GENERAL
CIRCULAR N° 133-2022

ASUNTO:	 Modificación de la licencia de paternidad, 
en aplicación de lo dispuesto en la Ley 
N° 10211 denominada “Ley para combatir la 
discriminación laboral contra las mujeres en 
condición de maternidad”.

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DE PAÍS, ABOGADOS, 
ABOGADAS Y PÚBLICO EN GENERAL

SE LES HACE SABER QUE:
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N°  60-

2022 celebrada el 19 de julio de 2022, artículo XIII, dispuso 
hacer de conocimiento general los cambios dispuestos en 
licencia de paternidad, en aplicación de la Ley N° 10211, 
denominada “Ley para combatir la discriminación laboral 
contra las mujeres en condición de maternidad”, la cual 
se establece en el artículo 95, lo siguiente: b) A los padres 
biológicos se les otorgará una licencia de paternidad de dos 
días por semana durante las primeras cuatro semanas a 
partir del nacimiento de su hijo o hija; la persona empleadora 
estará en la obligación de conceder permiso al padre para 
compartir con su hijo o hija recién nacido y contribuir con su 
cuidado dentro de los parámetros de dicha licencia. En caso 
de que esta disposición no se le respete al padre biológico 
en su trabajo, la parte patronal incurrirá en una falta grave 
al contrato laboral y, además, deberá retribuir al trabajador 
en todos los extremos laborales que corresponde según la 
ley, y agregar a la indemnización la suma de seis salarios. 
Debido a que lo dispuesto en la citada ley, debe entenderse 
modificada tácitamente las disposiciones contenidas en la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, sobre el tema. Lo anterior 
rige hasta tanto no entre en vigor lo dispuesto en el artículo 
41 de la Ley Marco de Empleo Público. Publíquese una sola 
vez en el Boletín Judicial. De conformidad con la circular N° 
67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 
2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad 
que rige esta materia, la publicación está exenta de todo 
pago de derechos.

San José, 22 de julio de 2022.
	 Lic. Carlos T. Mora Rodríguez
	 Subsecretario General interino

1 vez.—O.C. N° 364-12-2021C.—Solicitud N° 68-2017-JA.— 
( IN2022665498 ).

SALA CONSTITUCIONAL
ASUNTO:	 Acción de Inconstitucionalidad
A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA

HACE SABER:
TERCERA PUBLICACIÓN

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley 
de la Jurisdicción Constitucional, dentro de la acción de 
inconstitucionalidad número 19-0245890007-CO, que promueve 
Adalgisa Del Carmen Guillén Flores, se ha dictado la 
resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional de La 

Corte Suprema de Justicia. San José, a las once horas treinta 
y uno minutos del veintidós de julio de dos mil veintidós. /Por 
así haberlo dispuesto la mayoría del Pleno mediante sentencia 
número 2022-008712 de las 09:10 horas del 20 de abril de 
2022, se da curso a la acción de inconstitucionalidad 
interpuesta por Javier Carvajal Molina, mayor, abogado, 
cédula de identidad número 106960859, actuando en 
sustitución de Karol Monge Molina, como apoderado especial 
judicial de Adalgisa Del Carmen Guillén Flores y otros, para 
que se declare la inconstitucionalidad del Transitorio VI de la 
Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, NO. 9544, por estimarlo contrario a los artículos 
11, 18, 27, 28, 34, 40, 41, 45, 51, 65, 73, 74, 121, 152, 154, 
156, 177, 188, 189 y 190 de la Constitución Política, Convenios 
102, 118, 128 y 157 de la Organización Internacional del 
Trabajo, así como a los principios democráticos, solidaridad, 
seguridad jurídica, buena fe, confianza legítima, transparencia, 
intangibilidad relativa del patrimonio, no confiscatoriedad, 
respeto a los derechos adquiridos y situaciones jurídicas 
consolidadas. Se confiere audiencia por quince días al 
Procurador General de la República, al Presidente de la 
Asamblea Legislativa y el Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia. La norma se impugna en cuanto establece los 
servidores judiciales que cumplan con los requisitos para 
adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto 
del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro 
de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de esa 
ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones 
establecidas en el mencionado texto. A juicio del accionante, 
el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no 
solo es un régimen jubilatorio, sino que, además, forma parte 
del contrato de trabajo. El fondo es parte de la organización y 
funcionamiento institucional. Su existencia responde a 
criterios de estabilidad, independencia, preparación e 
idoneidad. Se trata de un elemento que promueve la 
permanencia de un personal formado y capacitado en la 
institución, un elemento intrínseco del contrato de trabajo y 
de la expectativa a futuro que tiene cada persona servidora 
judicial y sus familias, que se constituye como un elemento 
interno de la organización del Poder Judicial. Alega que el 
hecho de sufrir la aplicación automática de una disposición 
transitoria tan severa y nunca antes aplicada a ningún grupo 
con situaciones jurídicas consolidadas en materia jubilatoria, 
representa un desestimulo para continuar laborando en la 
institución, profesionales valiosas, que, atendiendo al 
resultado económico de una futura valoración, preferirían 
hacer su carrera profesional en otro ámbito laboral. Asegura 
que los accionantes contemplaron un proyecto de vida, dadas 
las condiciones de trabajo que les fueron ofrecidas, dentro de 
las cuales se encontraba el disfrute a una jubilación digna a 
través del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial, previo cumplimiento razonable de años de servicio y 
edad, conforme a los cuales se podrían retirar con un ingreso 
digno, después de haber otorgado toda una vida productiva al 
servicio de la comunidad y del Poder Judicial. Por lo anterior, 
estima que no resulta razonable, que, a pocos años de tener 
el cumplimiento de requisitos establecidos por el legislador, 
estos sean variados sin un estudio técnico que respalde la 
procedencia de las nuevas medidas a aplicar. Bajo esos 
términos, el Poder Judicial contaría con personas funcionarias 
de edad avanzada, que se mantuvieron laborando únicamente 
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